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1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por un delegado de la Fiscalía General de la Nación, en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, el 19 de abril de 2010, mediante la cual Bhen Jahir Gómez Castaño, resultó absuelto de los cargos que por el delito de falsedad material en documento público le habían sido formulados.
2. ANTECEDENTES

2.1 Los hechos investigados fueron denunciados ante el ente acusador por José Edidier Sierra López, quien manifestó que el 28 de junio de 2004 le fue hurtado el vehículo campero Trooper, color negro, marca Chevrolet, de placas QCD 497, modelo 1988, de su propiedad, cuando se encontraba en el barrio La Capilla del municipio de Dosquebradas, Risaralda. El denunciante explicó que a eso de las 4:00 p.m. de ese día se estaba bajando del automotor, cuando de repente 4 personas se subieron al vehículo, lo hicieron subir de nuevo, mientras uno de ellos lo amenazaba con un arma de fuego, conducir por la avenida y detenerse frente a la molinera ubicada en la avenida Simón Bolívar de esa misma municipalidad, en donde los individuos lo despojaron del vehículo y le mencionaron que sería vigilado desde otros dos automotores que se encontraban estacionados allí.

Igualmente narró, que después de 10 minutos una persona lo ayudó y lo trasladó hasta su casa ubicada en el barrio Campestre, en donde recibió una llamada telefónica en la que le dijeron que “era BJ y que cuando se aclararan unas cuentas con el señor Ardila de Bogotá, le devolverían el carro”. Sobre el señor Ardila manifestó el denunciante, que se trataba de un hombre que tenía una agencia de viajes en el barrio Restrepo de la ciudad de Bogotá, y que lo había conocido a través de Iván, como el señor Fernando Ardila necesitaba unas visas europeas y como él tenía conocimiento de quien las elaboraba, les facilitó el contacto y después cuando el señor Ardila estuvo en prisión, le envió a unas personas a cobrarle un dinero pues las visas resultaron ser falsas y que creía que ésta persona podía ser responsable del hurto del vehículo.
2.2 Mediante resolución del 14 de julio de 2004,
 la Fiscalía Treinta y ocho Local, ordenó la apertura de investigación previa, y dispuso la práctica de algunas pruebas. El 25 de octubre siguiente, ese mismo despacho fiscal profirió resolución inhibitoria ante la imposibilidad de iniciar la acción penal.

2.3 El 18 de marzo de 2005 la Policía Nacional dejó a disposición de la Fiscalía el vehículo hurtado, y por ello se adelantaron algunos actos de investigación, pero nuevamente el 4 de octubre de 2005 se profirió resolución inhibitoria.
 El 10 de enero de 2006 se reabrió la investigación a efectos del trámite incidental de devolución del vehículo, por solicitud del señor José Edidier Sierra López.
2.4 Con resolución de fecha 31 de mayo de 2007, la Fiscalía Treinta y Cinco Seccional de Dosquebradas ordenó la ruptura de la unidad procesal, a fin de que por cuerda separada se investigaran los delitos de hurto calificado y agravado y falsedad material en documento público, relacionado con los documentos del vehículo hurtado, puesto que el primero de ellos había tenido ocurrencia en el municipio de Dosquebradas y el segundo en la ciudad de Pereira el 19 de noviembre de 2004.
 El conocimiento de la investigación por el delito que atenta contra la fe pública fue avocado por la Fiscalía Veinte perteneciente a la Unidad de Patrimonio Económico el 12 de junio de 2007.

2.5 El 27 de febrero de 2008 se profirió resolución de apertura de instrucción en contra de Bhen Jahir Gómez Castaño,  por el delito de Falsedad en documento público y se dispuso la práctica de algunas pruebas, además de la vinculación del señor Gómez Castaño, a través de indagatoria, pero como ello no fue posible, el 20 de junio de 2008 fue declarado persona ausente.
   
2.6 El cierre de la investigación tuvo lugar el 8 de julio de 2008, decisión que fue impugnada por el defensor del procesado. La determinación se repuso y se ordenó escuchar en indagatoria al señor Bhen Jahir Gómez Castaño.  Con Resolución Interlocutoria del 2 de septiembre de 2008, se resolvió no precluir la investigación a favor del sindicado y se ordenó escuchar nuevamente al señor Gómez Castaño en injurada, así como solicitar al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses determinar si las grafías obrantes en el formulario único número 0536972-76001, relacionado con el vehículo hurtado a José Edidier Sierra López, pertenecían a aquél. 
2.7 El 10 de noviembre de 2008 se declaró cerrada la investigación y el 18 de febrero de 2009, la Fiscalía Diez de Descongestión delegada ante los Jueces Penales del Circuito, calificó el mérito del sumario y profirió resolución de acusación en contra de Bhen Jahir Gómez Castaño, como coautor de la conducta punible de falsedad material en documento público.
 La defensa interpuso recurso de apelación en contra de esta decisión, que fue confirmada el 2 de diciembre de 2009, por la Fiscalía Tercera delegada ante los Tribunales Superiores de Distrito Judicial de Pereira y Armenia.

2.7 La fase de juzgamiento le correspondió al Juzgado Quinto Penal del Circuito. Las audiencias preparatoria y pública tuvieron lugar el 7 de abril de 2010.
 La respectiva sentencia fue proferida el 19 de abril de 2010, en ella se decidió absolver al señor Bhen Jahir Gómez Castaño, por el delito de falsedad material en documento público.
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
Se trata de BHEN JAHIR GÓMEZ CASTAÑO, portador de la cédula de ciudadanía No. 10.022.997 expedida en Pereira, nació el 6 de enero de 1975 en la misma ciudad, es hijo de Manuel y Deicyi, de estado civil casado, manifestó laborar como taxista en New York y vivir de los intereses de ventas de automóviles y de propiedad horizontal.
4. FUNDAMENTOS DEL FALLO

4.1 La juez de instancia profirió sentencia absolutoria, para lo cual argumentó que después del estudio detallado de la actuación, le asistía plena razón al defensor del procesado al solicitar fallo absolutorio, pues el dictamen emitido por un profesional del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en el que se realizó un cotejo  entre el documento formulario Único Nacional 0536972-76001 del 19 de noviembre de 2004 en donde se registró la firma del señor José Edidier Sierra López y las muestras manuscriturales tomadas al sindicado, concluyó que no era factible atribuirle la participación en la elaboración del documento al señor Gómez Castaño. Agregó la funcionaria a-quo que a pesar de que no existía ninguna duda en la consumación de la conducta punible de falsedad en documento público y que el incriminado fue la persona que llevó el vehículo a la compraventa, presentando los documentos al día, no existía prueba alguna que comprometiera al procesado, pues no era posible atribuirle la elaboración del citado formulario.
Se indicó también en la sentencia, que frente a la duda existente tenía cabida el principio de in dubio pro reo, razón suficiente para absolver al señor Gómez Castaño, de los cargos impetrados en la resolución de acusación, pues no se había demostrado en grado de certeza la responsabilidad penal del procesado. 
4.2 La sentencia fue apelada por el delegado de la Fiscalía General de la Nación. Se concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo. 

5. IMPUGNACIÓN

5.1 El delegado de la Fiscalía (recurrente)
Fundamentó su disenso con la sentencia de primer grado e indicó que la valoración de las pruebas hechas en ella era lacónica, pues a pesar de que la ocurrencia del hecho y la materialidad de la conducta estaban demostradas tal como se había reconocido, luego se dijo que  no existía prueba suficiente de la autoría de la conducta.
Además, el recurrente expresó que la prueba no había sido analizada en conjunto, pues del devenir probatorio se extraía que  el propietario del vehículo había sido despojado de éste en forma violenta por varias personas y que incluso, momentos después del hecho recibió una llamada telefónica de quien se identificó como BJ, quien es el procesado y también se pudo acreditar que el vehículo estuvo en poder del acusado por algún tiempo y después lo entregó en calidad de prenda en una compraventa de vehículos, junto con los documentos originales y las cartas abiertas firmadas por el titular de la propiedad.
En el escrito el recurrente recordó que una experticia técnica estableció que las firmas hechas en nombre de José Edidier Sierra López, que se encontraban en el Formulario Único Nacional, eran falsas, a lo que se sumaba el contrato de compraventa con pacto de retroventa, suscrito por el acusado y la compraventa “Checho” y que desde que la víctima fue despojada del automotor, también lo fue de los papeles de éste y además resaltó que era cierto que no existía conocimiento a ciencia cierta de que el acusado había plasmado la firma de la víctima en el  citado formulario, pero no lo era menos que todos los elementos probatorios indicaban con claridad y certeza que tuvo el dominio del hecho, desde que el dueño del carro fue despojado de él, hasta que  se llevaron a cabo las negociaciones con el vehículo, siendo el acusado el único interesado en obtener el documento falso para poder finalizar las transacciones comerciales del automotor, por lo que era posible afirmar que si hay certeza sobre la materialidad de la conducta y la responsabilidad penal de Bhen Jhair Gómez Castaño, lo que implica la revocatoria de la sentencia de primer instancia. 
6. CONSIDERACIONES LEGALES 

6.1 Competencia 
En virtud de los factores objetivo, territorial y funcional, la Sala es competente para conocer y decidir sobre la decisión recurrida. 

6.2. Consideración inicial
Antes de resolver de fondo el asunto planteado a la sala con la alzada, se considera importante revisar si la sustentación del recurso fue presentada de manera extemporánea, por lo que se revisarán cómo fueron contabilizados los términos de notificación, ejecutoria y sustentación.

La providencia objeto del recurso, sentencia de primera instancia
, fue proferida el 19 de abril de 2010, día lunes, la que fue notificada personalmente a las partes a excepción del procesado y su defensor, al día siguiente.
 El correspondiente edicto se fijó durante los días 23, 26 y 27 de abril, por lo que los días 28, 29 y 30 fueron los de ejecutoria y los días 3, 4, 5 y 6 los cuatro días para la sustentación del recurso, que desde la notificación manifestó interponer el delegado fiscal, y los días 7, 10, 11 y 12 los comunes para los no recurrentes; no obstante, según la constancia dejada por la secretaria del juzgado fallador,
 el 3 de mayo de 2010, contabilizó los cuatro días para sustentación del recurso a partir del día siguiente a esa constancia, es decir, del 4 al 7 de los mismos mes y año, siendo presentado por el delegado de la Fiscalía la sustentación en la última data.

Se evidencia con claridad que la contabilización de los términos por la secretaria no fue correcta, por lo que el escrito de sustentación del recurso de apelación fue presentado extemporáneo, porque no hay dubitación que el 6 de mayo de 2010 era la fecha final para ello.
Es evidente que no se contabilizó el día de la constancia secretarial del traslado, como lo establece el artículo 194 de la Ley 600 de 2000 y lo ha reiterado la jurisprudencia.

No obstante, como el tema no ha sido pacífico y se entiende que esa forma de contar los términos no se hace por ampliar plazos, ni muchos menos por favorecer a ninguna parte, sino simplemente  por considerarla más garantista, es por lo que se resolverá el recurso. 
Mas, se requerirá a la secretaria del juzgado fallador para que en adelante acaten los lineamientos de nuestro máximo Tribunal de cierre, acogidos por esta colegiatura, tal como quedó consignado en el pronunciamiento del 16 de septiembre de 2013, con ponencia del Dr. Manuel Yarzagaray Bandera, en la que literalmente se consideró:
“…, si partimos de la base que entre la línea jurisprudencial trazada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y la de la Corte Constitucional ha existido una divergencia respecto de la interpretación que debe dársele a la aplicación de dicha sanción procesal, pues mientras que una de esas Altas Cortes es partidaria de la declaratoria de desierto del recurso cuando la alzada ha sido interpuesta como extemporánea como consecuencia de un yerro secretarial, la otra Corporación ha repudiado tal solución. 

Para una mejor ilustración de ambas tesis, tenemos que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia tradicionalmente ha sido del criterio que los informes secretariales relacionados con la contabilización de los términos no tienen efectos vinculantes para las partes debido a que los términos judiciales se surten es por ministerio de la ley y no por capricho o el descuido del secretario del Despacho; lo cual quiere decir que los errores en los que haya incurrido la Secretaría en la contabilización de los términos no son extensivos a los sujetos procesales, quienes no pueden actuar impunemente bajo el amparo de los mismos sin asumir las consecuencias procesales de sus actos. 

Sobre este tema, bien vale traer a colación lo que la Corte ha expuesto sobre el mismo:

“Al parecer el defensor procedió de conformidad con la errada constancia secretarial de fecha junio 20 anterior, conforme a la cual el término de sesenta (60) días para el allegamiento de la demanda de casación comenzó a correr a partir de esa fecha, con vencimiento el 17 de septiembre siguiente. 

Sobre el particular, la Sala ha señalado que las constancias secretariales cumplen un fin meramente informativo porque los funcionarios que las suscriben no están facultados para modificar o sustituir las disposiciones legales que regulan su iniciación o duración, sino para ejercer control, de manera que no revisten carácter vinculante para las partes y mucho menos para el administrador de justicia…….”
. (Negrillas fuera del texto).

A su vez, sobre este mismo fenómeno, la Corte Constitucional, en sus diferentes Salas de Revisión de Tutelas, ha sido del criterio consistente en que los errores secretariales en la contabilización de los términos si tienen efectos vinculantes para las partes que hayan actuado inducidas por tales equívocos, quienes se encuentran amparadas por los postulados de los principios de confianza legitima y  pro accione, por lo que ellas no pueden ser destinatarias de las sanciones procesales que las podrían afectar como consecuencia del incumplimiento de los términos. 

Dicha línea jurisprudencial recientemente fue reiterada por la Corte Constitucional de la siguiente manera:

“Respecto de los errores cometidos por los secretarios de los despachos judiciales o por los mismos jueces en el curso de un proceso, la Corte Constitucional ha consolidado una línea jurisprudencial(
) según la cual los errores en que incurran los despachos judiciales con relación al cómputo de los términos para la interposición de los recursos, configuran un error judicial que “no puede ser corregido a costa de afectar el ejercicio del derecho defensa de las partes que depositan su confianza legítima en la actuación de las autoridades judiciales.”(
) 

Esta postura jurisprudencial encuentra su origen en la sentencia T-538 de 1994, en la cual se resolvió favorablemente una tutela interpuesta contra la providencia que negaba por extemporáneo el recurso de apelación interpuesto contra una sentencia condenatoria, a pesar de que, para computar el término de sustentación de la apelación, el condenado se había basado en una constancia secretarial. En esta ocasión, la Corte consideró que la desestimación del recurso por extemporáneo había sido consecuencia de la equivocada interpretación de las normas procedimentales efectuada por la autoridad judicial que le había dado un mayor término a la accionada para sustentar su recurso, por lo que no tener en cuenta su defensa a causa de un error judicial.

(…)

De este modo, si bien los operadores judiciales están llamados a corregir sus propios errores, la rectificación de los mismos no puede transgredir la confianza legítima que los sujetos procesales han depositado en las autoridades públicas (artículo 83 C.N.) y menos implicar el sacrificio de sus derechos fundamentales de defensa y contradicción (artículo 29 C.N.). 

Posteriormente, mediante la sentencia T-526 de 2000, este Tribunal rectificó su posición para sostener que los errores atribuibles a la naturaleza humana del juez o de sus auxiliares no pueden ser tolerados en un Estado democrático donde los jueces deben estar sometidos al derecho para el ejercicio de su autoridad 

Es de anotar que esta Colegiatura no ha sido extraña a tales lineamientos jurisprudenciales enfrentados, pero se ha inclinado por aplicar, quizás un tanto de forma rigurosa, la tesis de la Corte Constitucional
, en especial cuando se ha actuado como Juez Constitucional en sede de acciones de tutela, para de esa forma no declarar desiertas ciertas alzadas o impugnaciones que por yerros secretariales en la contabilización de los términos fueron sustentadas de manera extemporánea. Pero teniendo en cuenta que desde el momento en que esta Sala de Decisión sentó tal posición ha transcurrido mucho tiempo en el cual las Altas Cortes, en especial la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, han decantado con solvencia la temática relacionada con la declaratoria de desierto de los recursos presentados de forma extemporánea como consecuencia de los errores secretariales, a juicio de la Sala se hace necesario hacer un alto en el camino para revaluar esa forma de actuar y modular un tanto dicha posición para buscar fórmulas que procuren una armonización entre las tesis contradictorias de ambas Altas Cortes, las cuales a pesar de lo divergentes por muy extraño que parezca son acertadas…” 

También es importante aclarar que, acatando el artículo 194 de la Ley 600 de 2000, una vez vencido el término para recurrir se debe dejar por secretaria el expediente a disposición de los apelantes por el término de cuatro días, previa constancia, mas ese plazo se contabiliza desde el día siguiente al término del lapso del que se disponía para la interposición del recurso, lo que implica que aun cuando se deba hacer la constancia secretarial de traslado a los apelantes para la sustentación, ello no es óbice para que ese día sea contabilizado.   

En conclusión, aun cuando en este caso está plenamente establecido que la sustentación del recurso interpuesto por el delegado de la Fiscalía fue sustentado extemporáneamente, porque se contabilizó un día de más, por ser ello una práctica generalizada por garantismo en la mayoría de los juzgados del Distrito, se resolverá el recurso, mas se insta a la secretaria del juzgador fallador para que en lo sucesivo se cumplan los lineamientos jurisprudenciales y se contabilicen los términos correctamente para evitar que a futuro si se tenga esta Sala que abstener de resolver la alzada que no sea sustentada oportunamente.   
6.3. Problema jurídico
El debate se contrae a determinar si es viable revocar la decisión de primera instancia, y en su lugar proferir sentencia de carácter condenatorio, de acuerdo con los argumentos expuestos por la parte recurrente, o si por el contrario se impone la confirmación de la sentencia impugnada. 

6.4 La Sala abordará el estudio del asunto en el marco de competencia previsto en el artículo 204 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600 de 2.000), para tal fin, realizará un análisis de responsabilidad, teniendo en cuenta los argumentos del recurrente.  
6.5 El artículo 232 de la Ley 600 de 2000, establece los requisitos para proferir sentencia condenatoria contra el acusado en los siguientes términos:

“…Necesidad de la prueba. Toda providencia debe fundarse en pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación. 

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado…”
6.6 De acuerdo con la norma en cita, la Corporación deberá analizar el acervo probatorio, en orden a establecer la responsabilidad penal de Bhen Jhair Gómez Castaño, en la conducta punible de falsedad material en documento público, en atención a que no se generó debate sobre la materialidad de esa conducta.
6.7 De acuerdo con la denuncia génesis de la investigación, en horas de la tarde del 28 de junio de 2004 el señor José Edidier Sierra López fue despojado de su vehículo campero Trooper, color negro, marca Chevrolet, identificado con la placa QCD 497, modelo 1988, además de eso, de los documentos del automotor, una cruceta y una agenda personal. La víctima indicó que había sido interceptado por varias personas, entre ellas un sujeto de cachucha y gafas oscuras al que alcanzó a individualizar pues observó que tenía el ojo izquierdo dañado.

Resulta de importancia tener en cuenta que en la denuncia el señor Sierra López informó que después del hurto, recibió una llamada telefónica en su residencia en la que su interlocutor le informó que era BJ y que su vehículo le sería devuelto, en cuanto se arreglaran unas cuentas pendientes con el señor Fernando Ardila de Bogotá, sobre lo cual aclaró que se trataba de una deuda pendiente por haber servido de intermediario en la consecución de unas visas europeas que resultaron ser falsas.
6.8 La indagación estuvo suspendida hasta tanto se puso a disposición del ente acusador el vehículo de propiedad de José Edidier Sierra López, el 18 de marzo de 2005, cuando lo hallaron en el barrio cuba de Pereira, en poder del señor Everardo Antonio Cano González y a partir de esto, se estableció que éste había adquirido el automotor Trooper en una compraventa celebrada con Jaime de Jesús Moncada Marín, lo que fue corroborado, entre otras formas, con el certificado de tradición del vehículo que registraba los siguientes traspasos de propiedad: 

· 2003-03-31 traspaso de propiedad a 19227922 Sierra López José Edidier
· 2004-11-19 trapaso de propiedad a 94281620 Moncada Marín Jaime de Jesús

· 2005-03-18 traspaso de propiedad a 4391406 Cano González Everardo A

A su turno, el señor Jaime de Jesús Moncada, a quien se había transferido la propiedad del bien mueble de parte del denunciante, explicó que había comprado el vehículo  a un señor llamado Juan Manuel González, el 21 de julio de 2004, con cartas cerradas a nombre de la persona que denunció el hurto del carro, documentos con los que hizo el traspaso, algún tiempo después en la oficina de tránsito.

De igual forma, rindió declaración el señor Juan Manuel González Guevara, indicó que él era el encargado de administrar la compraventa “checho” ubicada en la calle 18 No. 14-32 de Pereira,  hasta donde el señor Jhon Mora, llegó con Bhen Jahir Gómez Castaño, quien llevó el vehículo Trooper negro de placas QCD-497, el 12 de julio de 2004, para dejarlo, con la autorización de venderlo y por ello le dejó el poder correspondiente. Indicó que también, le había dejado los papeles al día, es decir, tarjeta de propiedad y cartas abiertas pero no recordaba a nombre de quien y que unos días después, exactamente el 21 de julio de 2004, el señor Jaime de Jesús Moncada Marín adquirió el automotor y le hizo papeles a nombre de él.
Siguiendo con el hilo conductor de la historia, Jhon Fernan Mora Botero expresó que en el negocio del Trooper que resultó ser de propiedad del denunciante, solo había actuado como intermediario, y que tenía conocimiento de que “BJ” andaba en él, que había llegado con ese campero y le preguntó si sabía quién le prestaba dinero sobre el vehículo, por lo que lo acompañó hasta la compraventa “checho”,  mas no estaba enterado sobre las condiciones y términos del negocio, además de no haber preguntado por la procedencia del vehículo, debido a que “BJ volteaba con carros” y agregó que BJ  era el mismo Bhen Jahir Gómez Castaño, de quien sabía se encontraba en Estados Unidos.
6.9 En razón a la ruptura de la unidad procesal, la investigación  por el ilícito que atenta contra la fe pública, se remitió a las Fiscalías Seccionales de Pereira, en donde se estableció que la conducta punible recayó sobre las firmas consignadas en el formulario único de tránsito en el que se realizó el traspaso del vehículo Trooper, de manos de José Edidier Sierra López a Jaime de Jesús Moncada Marín, cuya fecha registrada era 19 de noviembre de 2004.
6.10 Durante la declaración rendida por el sindicado, éste explicó que el carro de placas QCD - 497 se lo había entregado el señor José Edidier como parte de pago de una deuda pendiente, originada en la venta de unas visas europeas que resultaron falsas, pues un familiar de nombre Fernando viajó con uno de esos documentos y fue detenido en Ecuador, y por ello le exigieron la devolución del dinero, pero como éste no tenía la suma que le exigían, decidió entregarle de forma voluntaria ese vehículo como  parte de pago, acompañado de la tarjeta de propiedad, cartas abiertas y copia de la cédula, y por ello lo llevó a una compraventa a empeñarlo a su nombre y por él le dieron cinco millones de pesos, pero luego le informaron que había alguien interesado en comprarlo y accedió a ello, en vista de que el señor Edidier se había desaparecido. Cuando se le informó de lo dicho por el denunciante, expuso que el señor Sierra López era un timador y que por esa razón había denunciado falsamente el hurto del vehículo y que nunca habían denunciado la estafa relacionada con las visas, porque Sierra López había mostrado voluntad de arreglar y por ello lo llevó hasta su casa y le entregó el carro, pero después no apareció más y no canceló la deuda.
Contrario a esto, el señor José Edidier Sierra López y su señora esposa María Rosalba Isaza Muñoz sostuvieron la versión inicial, es decir, la del hurto del vehículo por parte de personas armadas que despojaron a  la víctima. No obstante, en la segunda de las declaraciones Sierra López varió un poco la versión, pues pese a que se ratificó en la forma en que le había sido hurtado el campero Trooper, agregó que al otro día en que interpuso la denuncia, las personas que tenían el vehículo sabían todo y que lo habían llamado por celular para solicitarle la entrega de una suma de dinero pero como les dijo que no tenía esa cantidad, fue cuando acudió a las autoridades y después de esto empezaron a amenazarlo a él y a su familia y por ello se fue de la ciudad. Además agregó que no era cierto que él hubiese entregado el vehículo de forma voluntaria. En una tercera ocasión, adicionó que la llamada la había recibido de su propio celular, porque los asaltantes también se lo habían llevado e indicó que inicialmente pensó que detrás del hurto se encontraba un señor de apellido Ardila, pero que ya sabía que esa persona no tenía nada que ver y que nadie le pidió dinero por el vehículo.
6.11 Como quiera que en el sub examine corresponde establecer la responsabilidad del procesado en el punible de falsedad en documento público y no en el hurto del vehículo, situación que por demás no quedó demostrada en el plenario, pues no se tuvo conocimiento sobre la definición de ese trámite procesal, se estudiará lo relativo a la prueba allegada al respecto. Esta conducta punible fue definida por el legislador así: “el que falsifique documento público que pueda servir de prueba, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años.

El punto de partida del delito que atenta contra la fe pública es el hecho de que en el Formulario Único Nacional No. 0536972 76001 se registraron unas huellas dactilares como si pertenecieran a José Edidier Sierra López, en diligencia de reconocimiento hecha ante notaría, cuando a través de cotejo dactiloscópico se estableció que dichos dactilogramas no tenían uniprocedencia con las diez impresiones decadactilares tomadas a quien manifestó llamarse José Edidier Sierra López, es decir no eran suyas. Aunado a lo anterior, con informe de investigador de laboratorio  suscrito por Gilberto Álvarez Montoya, se concluyó que las firmas que en nombre del denunciante obraban en el anverso y reverso del Formulario Único Nacional No. 0536972-76001 correspondiente al vehículo marca Chevrolet Trooper de placas QCD-497 modelo 1988, eran falsas.
 6.12 Así  mismo, mediante dictamen pericial de grafología, practicado por un técnico forense adscrito al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses se determinó que no era factible atribuir la participación  del señor Bhen Jahir Gómez Castaño en la elaboración de las firmas de configuración ilegible como de José Edidier Sierra López, que obraban al anverso parte media izquierda zona “FIRMA DEL PROPIETARIO ACTUAL” y al dorso parte inferior de un sello “DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO” ubicado en la zona “VENDEDOR Y/O PROPIETARIO”, del Formulario Único Nacional INTRA número 0536972-76001 del Ministerio de Transporte, a nombre de SIERRA LÓPEZ JOSÉ EDIDIER Y MONCADA MARÍN JAIME DE JESÚS, fechado 19 11 04, por cuanto en sus acopios manuscriturales no se localizaban elementos ideográficos análogos que permitieran señalar identidad con tales escritos, dadas las divergencias detectadas y descritas en el punto primero de los hallazgos y/o resultados.
6.13 Corresponde entonces determinar a esta Colegiatura si pese a que con el dictamen técnico obrante no se pudo establecer la participación del procesado en el reato del que fue acusado, las demás pruebas obrantes en el infolio permiten acreditar con grado de certeza que fue él quien incurrió en la falsificación de las firmas y de la huella dactilar de José Edidier Sierra López.

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en reiteradas oportunidades ha enseñado que la falsedad independientemente de la modalidad de que se haga uso, es la conducta mediante la cual se pretende hacer parecer como verdadero, lo que en realidad no lo es. En cuanto a la falsedad material explicó esa Corporación, que puede darse desde varios supuestos: i) la creación total de un documento falso; ii) la imitación de uno que ya existe o iii) la alteración del contenido de un documento auténtico.
 De acuerdo con lo anterior, es deber de esta Sala de Decisión determinar si el acopio probatorio es suficiente para enrostrarle a Bhen Jahir Gómez Castaño la alteración del contenido del Formulario Único Nacional INTRA, para de esa forma facilitar el traspaso de la propiedad del vehículo Trooper de placas QCD- 497.

Sin embargo, nunca se precisó por parte de la Fiscalía General de la Nación como se encontraban los documentos del automotor que se dice fue hurtado al señor Sierra López, si en realidad las cartas del vehículo eran abiertas o cerradas, pues desde la denuncia se informó que los asaltantes se habían llevado también los papeles y existe incluso, diversas versiones al respecto, pues, mientras el sindicado y el señor Juan Manuel González mencionaron que el vehículo llegó a la compraventa con las cartas abiertas, Jaime de Jesús Moncada Marín dijo que las cartas estaban cerradas a nombre del denunciante y que luego él había acudido a la oficina de tránsito para efectuar el traspaso. 
6.14 Llama la atención de la Sala, que el señor José Edidier Sierra López, en primera medida haya conectado el hurto de su vehículo con un sujeto que dijo llamarse BJ, pues según la primera de sus versiones, luego que lo despojaron de su automotor, arribó a su vivienda y allí recibió una llamada de quien se identificó como BJ  persona que le dijo que le devolverían su carro, tan pronto como cancelara la deuda que tenía pendiente con Fernando Ardila, originada en la venta de unas visas europeas que resultaron falsas y posteriormente haya contrariando sus propios dichos en el sentido de asegurar que Fernando Ardila no estaba involucrado en lo que sucedió con su carro y que nunca le habían exigido dinero a cambio de su entrega.

Si se observa lo dicho por el señor José Edidier Sierra López en la denuncia y lo expuesto en la declaración por el procesado Gómez Castaño, puede deducirse que son versiones bastante similares, pues el procesado siempre sostuvo que fue en razón de la venta de visas europeas falsas hecha por Sierra López, que su familiar Fernando Ardila estuvo preso en Ecuador y  por ello acudieron a cobrar el dinero invertido en ellas, y recibieron en parte de pago el multicitado vehículo, que fue entregado de forma voluntaria, junto con sus papeles al día.

Que una u otra versión sea la real poco importa en el caso que concita la atención de la Sala, pero lo que si debe resaltarse es que no se pudo determinar con seguridad si para el día 28 de junio de 2004, las cartas del vehículo Trooper estaban abiertas o cerradas y pese a que si se pudo conocer sin dubitación alguna que la firma impuesta en el Formulario Único Nacional INTRA  era falsa, no se obtuvo el conocimiento en grado de certeza del momento en que fue plasmada, contrario a lo sucedido con la firma obrante en el anverso del formulario,  y que fue reconocida en la Notaría Primera de Calarcá, Quindío el 27 de octubre de 2004.
Respecto de lo anterior, resulta de significativa importancia, porque la prueba obrante en el expediente demuestra que el vehículo campero Trooper identificado con placa QCD 497 dejó de estar en poder de José Edidier Sierra López, el 28 de junio de 2004, el 12 de julio siguiente fue llevado a la compraventa “Checho” y allí lo adquirió Jaime de Jesús Moncada Marín el 21 de julio de esa misma anualidad.
No puede endilgase responsabilidad alguna a Bhen Jahir Gómez Castaño, por la firma falsa que se encuentra  en el sello de la diligencia de reconocimiento en Notaría, pues como ya se mencionó la fecha en que fue plasmada fue el 27 de octubre de 2004, fecha en que el campero Trooper ya estaba en poder del señor Moncada Marín. 
Además de que no existe conocimiento sobre el momento en que la primera de las firmas analizadas se adicionó al formulario, en el se observa que la fecha en que operó el traspaso de la propiedad, también tuvo lugar después de la adquisición del vehículo por parte del señor Jaime de Jesús Moncada Marín, pues en el  documento puede leerse claramente 19 11 04. 

No acompaña la Colegiatura lo dicho por el representante del ente acusador en la sustentación del recurso de apelación, en relación con que el procesado contaba con el dominio del hecho, al ser la persona que llevó el vehículo hasta la compraventa y era comisionista de carros, lo que permitía pensar que había firmado el formulario de forma rudimentaria  o que había permitido que un tercero lo hiciera en nombre de José Edidier Sierra López, pues tales afirmaciones no dejan de pertenecer al campo de la especulación y se encuentran huérfanas de prueba objetiva que las respalde.
De esa forma, la prueba obrante en el expediente no permite arribar  en los términos del artículo 232 de la Ley 600 de 2000, a la certeza sobre la responsabilidad penal de Bhen Jahir Gómez Castaño, en el delito de falsedad material en documento público, como con acierto lo pregonó la funcionaria de primer nivel y por ello la sentencia recurrida será confirmada.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia absolutoria proferida el 19 de abril de 2010 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, a favor del señor Bhen Jahir Gómez Castaño en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Contra esta decisión procede el recurso de casación en los términos del inciso 3º del artículo 205 de la ley 600 de 2000.    
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ 
Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ 
Secretario 
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